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SENTENCIA INT'!]RLoCU'I'ORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAI,

l-ima. 15 dc octubre cle 2018

zca de l'undamentaci¿rn la slrpuesta vulneración quc sc invoquc.
a oües1ión de Derecho contenida en el recurso Do sca dc cspccial

ÁSUNI'O

llecurso de agravio constitucional intcryucsto por don Gemelo Sulpicio Yucra Quispe
contra Ia rcsolución dc fojas 60, de I0 de noviembre de 207, expedida por la Sala Penal
dc Apclacioncs Secle Anexa Juliaca de la Coite Superior de Justicia de Puno que
dcclarir rmprooedente la demanda de /raá¿ds co?rr de autos; y,

I.'UNDÁNIT]N'I'OS

En la scntcncia cmitida en el Bxpediente 00987 2014-PA/TC, publicada en c1

diario oficial El Peruano el 29 de agosto de 2014, este Tribuüal estableció, en el
lundamcnto 49, con caráctc¡ dc prcccdcntc, que sc cxpedirá scntencta
intcrlocutoria dcncgatoria, dictada sin más t¡ámitc, cuando sc presente alguno de
los siguicntcs supuestos, que igualmente están contcnidos en el articulo I I dcl
Ilcglamento Normativo del l ¡ibunal Constitucional:

c)

d)

trascendcncia corlstitucional.
La cuestión dc Dc¡echo invocada contradiga r¡n precedeDte del Tribunal
Conslitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustanci¿lmente iguales.

Bn cslc caso, el recurente solicita la nulidad de la Resolución 14, de 8 de

sclielnbr(j de 2017, que dispuso su intemamiento en el Establccimicnto
l)cnltcnciario dc Puno, cx - La Capilla, emitida en el proceso penal por )a

colnisi¿rn del presunto delito contra la libertad sexual violación sexüal de menor
de edad, següido corltra el thvorecido; en consecuencia, se disponga su inmediata
libcrtad (Expediente 022-2017-0-21 1 1-SP-PE-01).

Dl reourenle refiere que mediante resolución dc 7 dc octub¡e de 1997 se Ie iniciú
proceso penal al t¡vorecido con mandato de detención. Alcga que este
dcsconocia la existcncia dcl ploccso hasta que h¡e detenido, pues nunca sc le
nolillcó erl su domicilio real Di en su domiciJio laboral, tro obstante que cuenta
con más dc lrcinta ailos al señicio de la educación, y pudo scr notilicado a tra\ és

de la Dirección Iiegional de tsducación. Agrega que al no obse¡.¡ar la formalidad
dc Ia nolrlicación sc le generó indefensión y se afectaron sus dercchos al debido
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Publiqucse y notifiquese

EXP. N.' 00207-2018-P C/[C
PUNO
GEMELO SULPIC]O YUCRA QTJISPE,
rcprcscnlado por REMO SOS^ MOR-\LES
(abosado)
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proceso, a la tutcla.jurjsdiccional cfcctiva, dc dcfcnsa y a la libcrtad pcrsonal

No obstantc, csta Sala del Tribunal Constitucional advie¡te que la privación de la
libertad del favorecido, deriva no de Ia orden de internamie¡to emitida durante el
trámrte del proceso penal, sino de la resolüción que resolvió el recurso de nulidad
presentado en el proceso penal, como se aprecia de la consulta web hecha al

Ixpcdicntc 07220-2017 -0-5001-SU-PE-01, tramitado ante la Sala Penal
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de la Repútrlica (Recu¡so de Nulidad
N' 2830-2017/PUNO).

) Iln csc scntido, la Corte Suprema dc Justicia de la Rcpública, el 22 de febrero de
2018, con posterioridad ¿ la presentación de la demanda, decla¡ó no habe¡ nulidad
en la sentencia que condenó al fávorecido a cinco años de pena privativa de la
libctad, más el pago de una reparación civil, por lo que, en cste caso, ha ope¡ado
la sustracción de la materia controvertida.

lln consecue¡cia, se verifica que el presente recurso de agravio ha incurrido on la
causal dc rcchazo prcvista cn cl acápitc b) del fundamento 49 de la sentenci.r
emitida en el Expediente 00987-2014-PA/TC y en cl inciso b) del arliculo 1l del
l{eglamento Nonnativo del Tribunal Constitucional. Por esta razón, corTesponde
declarar, sin más trámite, impiocedente elrecuNo de agruvio constitucional.

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que Ie conñere la
Cor]stitucjón Politica dcl Pcrú, y la paticipación del úagistrado Espinosa-Saldaña
Barrcra, convocado para dirimir Ia discordia suscitada por el voto singllar dcl
magistrado F'errero Costa,
Además, se incluye el fundamento de voto del magistrado Espinosa-Saldaña Baraera.

RESI]EI-VE

Declarar INIPROCEDENTE el recurso dc agravio constitucional porque la cuestión de
Dcrecho contenida en el recuNo carece de especial trasccndcncia constitucional.
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EXP N ' 00207-201 8-PHC/TC
PUNO
CEMELO SULPICIO YUCRA QUISPE,
rcpresent¡do por REMO SOSA MORALES
(abogado)

FUNDAMENTO DE VOTO DEL MAGISIII^DO I,ISPINOSA-S^l,l)AÑA
BARRERA

Estoy de acuerdo con el scntido de lo ¡esr¡elto en la presente resoluoión; sin cmbargo,
ionsiJcro neiesario clecru¿r las siguientes preci.iones:

l. Nuestra responsabilidad como jueces constitucionales del T¡ibunal Constituoional
peruano incluye pronunciarse corr resoluciones comprensibles, y a la vez, rigurosas
técnicamente. Si no sl] toma en cuenta ello, el Tribu¡ral Constitucional falta a su
responsabilidad institucional de conc¡etización de la Comtitüción, pues debc
hacerse entender a cabalidad en la compresión del o¡denamiento jurídico conlbrme
a los principios, valores y demás preceptos de esta misma Constitución.

A. En el fündame[to juridico 3 encuentro p¡csontc una confusión de carácter
conceptual, que se repite asimismo en otras resoluciones del T¡ibunal
Constitucional, la cual consiste en utiliza¡ las expresioncs "afectación",
"intervención" o similares, pan hacer a relerencia ciertos modos dc
injercncia cn el contenido de derechos o de bienes constitucionalment€
protegidos, como sinónimas de "lesión" o "vulneración".

Po¡ otra parte, se alude a supuestos dc "vr¡lneración" o "lesión" al contcnido
de un derecho fundame¡tal cuando estamos ante inteñenciones o

2. En ese senlido, convicnc advertir al recurrente que:

En rigor conceptual, ambas nociones son dilerentes. Por una partc, sc hace
relerencia a "intervenciones" o "afectaciones" iusfundamentales cuando. de
manera genérica, existe alguna Iorma de incidcncia o injerencia en el
contenido constitucionalmente protegido dc un de¡echo, la cual pod a ser
tanto una aoción como una omisión, podriá tencr o no una connotación
negativa. y podria tratarsc de una injerencia desproporcionada o no. Así
visto, a modo de ejemplo, los supuestos de rcst¡icción o limitación dc
derechos fundamentales, así como muchos casos de delimitación dcl
contcnido de estos derechos, pueden scr considerados prima/acic, es decir
antes de analiza¡ su legitimidad conslitucional, como formas de afectación o
de intervención iusfundame¡tal.
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representado por REMO SOSA MORALIIS
(abosado)

afectaciones iusfundamentales negativas, directas, concrctas y sin una
justificación razonable. Por cierto, caliñcar a tales afectaciones como
negativas e injustificadas, a la luz de su incidencia en el ejercicio del
derecho o los derechos alegados, presupone Ia rcalización de un análisis
sustantivo o de mér'ito sobie la legitimidad de la inte¡ferencia cn cl dcrccho.

Además, considero neccsario scñalar que estamos aDte l¡na amenaza a un
derecho fundamental cuando nos encontramos antc un hecho fr¡turo que
constituye un peligro p¡óximo (cierto e inminente), en tanto y en cuaDto
configura una incidcncia negativa, concieta, directa y sin justil-rcación
razoíable a ese derecho fundamental.

B. Asimismo, se debe tomar cn cuenta que el de¡echo de defe¡sa es una
manifcstación del derecho a un debido proceso.

3. cn todo caso, aquí ha quedado plenamentc acreditado que el recilrso de ¿grJ\io
constitucional no encucntra respaldo en el contenido constitucionalmentc protcgido
de los derechos invocados por la parte dcmandalte. Siendo así, se verifica c¡ue se ha
incurrido cn la causal de rechazo prevista en el acápite b) dcl fundamento 49 de la
seDtencia emitida en el Ilxpedie¡te 00987-2014-PA/TC y en el inciso b) del artículo
11 del Reglamento Normativo dcl 'lribunal Constitücional.

4. Ahora bicn, encuentro que Ia ¡edacoión del proyccto no es lo suficieÍtemente clara
para explicar las razones por las cuales aquí Ia cuestión de De¡echo planteada carece
de especial lrascendencia constitucional, conforme las pautas establecidas por este
Tribunal.

5. E¡ efecto, tal como ha desarrollado este Tribunal Constitucional en reiterada
jurisprudencia, al momento de emiti¡ una sentencia interlocr¡toria, luego de hacer
mención a las causales de improcedencia liminar recogidas en el lundamcnto,l9 de
"Vásquez Romero", corresponde referirse en forma cl¿ua, ordenada y detallada a la
causal especifica cn la cual habría incurrido el rccurso planteado, así como cumplir
con explicar cuáles son los alcanccs de la causal utilizada.

(_-----
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6. De esle modo. la exposición de las razones por las cuales el recurso incu¡re en una
causal dctc¡minada no solo adquiere mayor claridad, sino también se le otorga un
adecuado orden lógico a los argumentos que lundamentan lo rcsuclto en el caso.
Dichas cualidades son las que se espera que tenga una decisión tomada por este
Tribunai, en tatlto se trata de un órgano jririsdicciollal encargado de una labor tan
rclcvante como 10 es la lutela de dercchos lundamentales-

t
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EXP. N o 00207-2018-PHC/TC
PUNO
GEMELO SULPICIO YUCRA QUISPE,
represenrado por REMO SOSA MORALES

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con la potestad que me otorga la Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
dc mi colega magistmdo, cmito el presente voto singula¡, para expresar respctuosamente
quc disiento del precedente vinculante establecido en la Sertencia 00987-2014-PA7TC.
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los ltndame¡tos que a
continuación expongo:

EL TRTBUNAL CoNSTITUCToNAL coMo coRTE D[ REvIsróN o FALLo y No DE
CASACIÓN

La CoNtitución dc 1979 creó el T¡ibunal de Garantias Constitucionales como
instancia de casación y la Constitución dc 1993 convirtió al Tribunal Constitucional
en instancia de fallo. La Constitución del 79, por p mera vez en nuestra historia
constitucional, dispuso la creación de un ó¡gano a¿1 /?oc, indepetdiente del poder
Judicial, con la ta¡ea de garantizar la supremacia constitucional y la vigencia plena
de los derechos fundamentales.

2. La I ey Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía j uisdicción
en todo el territo o nacional para conocer, en úa de casación, de los habeao- corpu"-
y amparos denegados pol el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribunal no
constituía una instancia habilitada para lalla¡ en forma definitiva sobre Ia causa. [s
decir, no se pronunciaba sobre los hechos invocados como amenaza o lesión a los
derechos rcconocidos en la Conslitución.

3. En ese scntido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantias
Comtitucionales, vigente en cse momento, estableció, en sus arlículos 42 al46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma e¡rada o ha incurrido en graves vicios p¡ocesales en la
t¡an tación y resolución de la demanda, procederá a casa¡ la sentencia y, luego de
scñalar la deficiencia, devolverá los actuados a la Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvío) para que emita nuevo lallo siguiendo sus lineamienros,
procedimiento clue, a todas luces, dilataba en exceso los procesos coDstitucionales
mencionados.

4. Ill modelo do tutela ante ¿une[azas y vulneración de de¡echos fue seriamente
modilicado en la Constitución de 1993. En primer lugar, sc amplían los
mecanismos de tulela dc dos a cuatro, a saber, hatbeas corpus, añparo, hdbeas data
y acción dc cumplimiento. En segundo lugar, se crea al Tributal Constitucional
como órgano de control de la constitucionalidad, aun cuaÍdo la Constitución lo
califica erróneamente como "órgano de control de la Constitución',. No obstante, en

M
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EL DERECÍI0 A sER oiDo co:lto l\tAN¡FESTACIóN DE LA DEMoCRATtzACTóN D¡t Los
PRocESos CoNSTITUCIoñ..aLIis DE LA t,tBf,RTAD

8. I-a administración de.iusticia constjtucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constitucional, desde su crcación, es respetuosa, como coresponde, del derecho de

materia dc procesos constitucionales de la libertad, la Constitución establece que el
'l ribunal ConstitL¡cioDal es instancia de revisión o fallo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que corresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úhima y
delinitiwl instancid, las resoluciofies denegatorias cliclatdas en los procesos de
habeas corpus, amparo, habeas da¡a y acción de cumplímiento,,. Esta disposición
constilucional, dcsde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales.
exige que el Tribunal Co¡Ntitucional escuche y evalúe los alegatos de quien se
estima amenazado o agaaviado en un derecho fundamental. Una lectura diveNa
contravendria mandatos esenciales de la Constitución, como son el principio de
defcnsa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (artículo l), y "la observancia del debido proceso y lutela
jurisdiccional- Ninguna persona puede ser desviada de la .iurisdicción
predetermifidda por la ley, ni sometida a prccedimiento d¡stiltlo de los pre\)idmente
eslablecidos, ni juzgada pot órganos jurisdiccionales de excepcíón ni pur
com¡siofies especidles crcados al efecto cualquierd sea iu denom¡nació11",
consagrada en el articulo 139, inciso 3.

EXP. N.' 00207-20I8-PHC/TC
PUNO
GEMELO SULPICIO YUCRA QUISPE,
rcpresentado por REMO SOSA MORALES
(abogado)

6. Como se advic¡te, a diferencia de lo que acontece en otros países, en los cuales el
acceso a la última instatcia constitr¡cional tiene lugar por la vía del cert¡orari
(Suprema Code de los Estados Unidos), en el Perú el poder Constituyeüte optó por
uI1 órgano supremo de intelpretación dc la Constitución capaz de ingresar al fondo
en los llamados procesos dc la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Pode¡ Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusión es la supuesta amenaza o lesió¡ de un derecho hrndamental, se
debe abrir la vía correspondiente para que el T¡ibunal Constitucional pueda
pronünciarse. Pero la apcftura de esta vía solo se produce si se permite al
pcticionante colaboraa con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
análisis de lo quc se prerende. de lo que.e invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la pafte como concretizaciór1 de su de¡echo
irrenünciable a la defénsa; además, un Tribunal Constitucional constituve cl más
electivo medio de dcfensa de los derechos tund¡mentales frenre a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el triunfo de la justicia l'rente a la
arbitrariedad.

IilLl
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dcfensa inherente a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser
oído con todas las debidas ga¡antías al interior de cualquier proceso en el cual sc
determinen sus derechos. interese. y obligaciones

10. Sobre la intcNcnción de las pa¡tes, corresponde señalar que, en tanto que la
potestad de administ¡ar juslicia constituye una manifestación del poder que el
Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta constitucional cuando se
brinda con estricto respeto de los de¡echos inhc¡entes a todo ser humano, lo quc
incluyc el derecho a ser oído con las debidas garantías.

11. Cabe añadir que la participación directa de las pa¡tes, en defensa de sus intercscs,
que sc concede en la audiencia de vista, también conslituye un elemento quc
democ¡atiza el proceso. De 1o contrario, se decidiria sobre la esfera de infe.és de
una persona sin permitirle alegar lo correspondiente a su favor, lo que resultaría
excluyentc y antidemocrático. Además, el T bunal Constitucional tiene el deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumentos que justiñcan sus dccisiones, porque el T bunal Constitucional se
legitima no por ser un tdbunal de justicia, sino por la justicia de sus razones, por
expresar de modo sr¡ñciente las razones de dc¡echo v de hecho relevantes en cada
caso que resuelve-

12. En ese sentido, la Coñe Interamericana de Derechos Humanos ha establecido que el
dcrecho de defensa "obliga dl Estado a tratar al i diyíduo efi todo mome to como
un yerdadero su¡eto del proceso, en el nás ampl¡o sentido de elt¿ concepto, y no
simplemente como objefo del mismo"'.y que "pora que exista debilo proceso legal
es preciso que un .iustíc¡able pueda hacer valer sus derechos y def¿nder sus
in¡er¿s¿s en^formd eÍecÍ¡No ) ln concl¡ciones de ígualdad procesal con olros
t tlt(),thlr\''

I Co¡te IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia <lel 17 de noviembre de 2009,
pérrafo 29.
2 Corte IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. T nidad y Tobago,
sentencia del21 de jturio de 2002, párrafo 146.

l)tt'l

9. Precisamente, nri alejamietto respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizaNe audiencia de vista está relacionado con la defensa. la cual- sólo es
efectiva cuando eljusticiable y sus abogados pucden exponer, de manera escrita y
oral, los argunentos pertinentes, concretándosc el principio de inmediación que
debe regir en todo proceso co¡stitucional.

I Iiltiltililitilrilflil tilil
EXP. N.' 00207-2018-PtrC/ rC
PUNO
GE\,IELO SULPICIO YUCRA QUISPE,
represe¡hdo por REMO SOSA MORALES
(abosado)
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NaTURALEzA PRoc[sAL DEL RECtJRSo DE AcRAvro CoNSTrrucroNAL

i3. Ill modelo de "instancia de fallo" plasmado on la Constitr¡ción no puedc ser
desviftuado por cl Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus
disposicioncs. Dicho Tribunal es su intéryrete supremo, pero no su reformador, toda
vez quc como órgano constitujdo también está sometido a la Constitución.

1,1. Cuando se aplica a un proceso constitucional de la libenad la denominada
"seltencia intcrlocutoria", el recuso de agravio constitucional (RAC) pierde su
verdadera esencia juídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencia
para "revisar" ni mucho menos "recalifica¡" el recurso de agravio constitucional.

15. De confo¡midad con los afículos 18 y 20 del Código Procesal Constitr¡cional, el
Tribunal Constitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de Ia
Sala Superior del Poder Judjcial. Al Tribunal lo que le conesponde es conocer del
RAC y pronuncia¡se sobre el fondo. Por ende, no le ha sido dada la competencia de
rechazar dicho recurso, sino por el contrado dc "conocer,, lo que la pate alega
como un agravio que le c¿usa indefensión.

16. Por otro lado, la "sentencia inte¡locutoria" establece como supuestos paru su
aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,
requie¡e ser aciarado, justiñcado y concretado en supuestos específicos, a saber,
identifica¡ en qué casos se aplicaria. No hacerlo, no definirlo, ni juslificarlo,
convierte el empleo dc la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podria
al'ectar, ent¡e otos, el derecho l'undamcntal de deGnsa, en su manifestación de se¡
oido con las debidas garantías, pues ello daria lugar a decisiones subjetivas y
carcnres de predictibilidad. atccrdndo nol¿blemenre u Io. ju:ticiablc.. quienes
tendrian que adivinar qué resolverá el Tribtu.ral Constitucional antes de presentar su
rcspectiva demanda.

17. Por lo demás, z¿tclt¡s mutandis, el ptecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tribunal Constitucional en otros
1állos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramirez (Sentencia 02g77-
2005-PHC/IC). Del mismo modo, constituye una reañmación de la naturaleza
procesal de los procesos constitücionales de la libe.tad (supletoriedad, vía previa,
vías paralelas, litispendencia, invocación del derecho constitucional líquido y
cierto, etc.).

18. Sin embargo, el hecho de que los procesos constitucionales de la libertad sea¡ de
una ¡aturaleza pmcesal distinta a la de los procesos ordinarios no constituye un
motivo paaa que se pueda desvirtuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.

lry
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19. Por tanto, si se tiene en cucnta que la justicia en sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los
agraviados, voto a lavor de que en el presente caso se convoque a audiencia para la
vista, lo que garantiza que el I ribunal Coñstitucional, en tanto instancia última y
deilnitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus
derechos esenciales cuando no encuentlan justicia en el Poder Judicial;
cspecialmente si se tiene e¡ cuenta que, agotada la vía constitucional, aljusticiable
solo le queda el camino de Ia jurisdicción intemacional de p¡otección de derechos
humanos.

20. Como allrmó Raúl Ferero Rebagliati, "la del¿nsa del derecho de uno es, al mismo
tiempo. una defcnsa total de la Constitución, pues si toda garantia constitucional
cntraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defende¡ su derecho
cstá defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".

s

EXP. N." 00207-20 r 8-PHC/TC
PUNO
GEMELO SULPICIO YUCRA QUISPE,
represenlado por REMO SOSA MORALES
(abogado)


